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largas y breves, los fonemas de algunas consonantes,
el acento tónico de sílabas y palabras, el ritmo de las
oraciones, reducciones y asimilaciones.

Acentuación de verbos con partícula, palabras com-
puestas, palabras con sufijo y prefijo.

Pronunciación de palabras difíciles.

Contenido gramatical:
Profundizar y ampliar los contenidos gramaticales

incluidos en el programa del Ciclo Elemental.
Formas irregulares del plural.
Forma determinada e indeterminada de los substan-

tivos; diferencias entre el sueco y el castellano.
Expresar posesión: sin, sitt, sina/hans, hennes, deras.
Usos de adjetivos como substantivos: det första, den

sista, de gamla.
Adjetivo o adverbio - diferentes usos.
Palabras de duda o afirmación: nog, väl, ju.
Palabras compuestas.
Prefijos y sufijos.
Presentación de la información: Det kommer en taxi.

Det g(r ett t(g nu.
Expresiones enfáticas: Det var hon som hjälpte oss.
Exclamaciones: Vad varmt det är/Vad det är varmt.
Expresiones con preposiciones.
Palabras que indican comparación: lik - olik, lika som,

likadan, samma ... som, än, som, annorlunda, etc.
La pasiva: -s / Det + verb + s
El participio como adjetivo: Boken är såld. De sålda

böckerna.
El gerundio como adjetivo, adverbio o substantivo:

störande, glädjande, etc.
El condicional: Om du äter lite, blir du smal. Om jag

kunde sjunga, skulle jag bli glad.
-Svåra verb: vet, kan, känner (till) tycker, tänker, tror

blir, är.
Verbos transitivos e intransitivos: ställer - står, lägger

ligger, etc.
Verbos con partícula: acentuación, orden de palabras

y combinaciones: se efter, se ner på, se till, se upp, se
ut.

Estilo directo e indirecto.

2. Orientaciones metodológicas

El objeto prioritario de la enseñanza de lenguas es
desarrollar la competencia comunicativa, es decir, la
capacidad de reconocer y producir lenguaje que no sólo
sea correcto, sino también apropiado a la situación en
que se usa.

Deben ser las necesidades del alumno, en cada
momento, y las condiciones en cada momento también,
las que aconsejen la utilización de diferentes recursos,
diferentes estrategias, aunque ello suponga conjunción
de diversos enfoques metodológicos.

Según esta orientación, los alumnos deben ser los
protagonistas de su aprendizaje. Se tenderá a organizar
las clases de forma que se facilite la sociabilidad, la inte-
racción entre los alumnos, la motivación hacia el apren-
dizaje y el aumento del tiempo de actuación del alumno
y de comunicación real.

El profesor pasa a ser presentador, informador, ani-
mador y evaluador de la actividad: no se limitará a la
corrección de errores sino observará las dificultades
colectivas e individuales. De acuerdo con esto planificará
las fases de presentación, comprensión, práctica y crea-
ción.

La enseñanza será cíclica y acumulativa. Partiendo
de la prioridad de la lengua hablada en la vida real se
atenderá equilibradamente a todos los aspectos de com-
prensión y producción orales y escritos.

La gramática se introducirá en función de las nece-
sidades del proceso de aprendizaje de la lengua como
instrumento de comunicación.

3. Actividades

El resultado de cualquier acto de comunicación es
el producto de un componente estrictamente lingüístico
(la lengua) y de un componente extralingüístico (la situa-
ción), por tanto, la condición esencial en la fase de prác-
tica del lenguaje es la contextualización, es decir, la pre-
sentación gradual del «significado» por medio de con-
textos situacionales o verbalizados, en la que los medios
audiovisuales han de ocupar un lugar importante.

Criterios de selección de actividades:

1. Al seleccionar las actividades, el profesor debe
tener claros los objetivos lingüísticos perseguidos, así
como su integración global en el proceso de aprendizaje.

2. Los alumnos deben conocer en todo momento
cuáles son los objetivos de la actividad. Las reglas o
instrucciones para la realización de las actividades deben
ser muy claras para asegurar la participación de todos
los alumnos.

3. Se programarán actividades tanto orientadas a
la adquisición de competencia lingüística como a su prác-
tica y consolidación.

4. Debe tenerse en cuenta el principio de la dis-
minución gradual del control por parte del profesor. La
práctica controlada debe estar siempre contextualizada.

5. Las actividades deben suponer un estímulo para
el alumno. La participación activa de éste es uno de
los principales factores de motivación para el aprendi-
zaje.

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

13815 REAL DECRETO 864/2003, de 4 de julio, por
el que se aprueba el Estatuto del Tribunal de
Defensa de la Competencia.

La Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la
Competencia, articula un sistema institucional para su
aplicación que, en el marco del principio de separación
orgánica propio del procedimiento sancionador instituido
en nuestro ordenamiento jurídico, incluye dos órganos
administrativos diferenciados, el Servicio de Defensa de
la Competencia, al que se encargan fundamentalmente
las tareas de instrucción, y el Tribunal de Defensa de
la Competencia, con funciones de resolución, informe
y propuesta.

El Tribunal de Defensa de la Competencia se con-
figura como el órgano central del sistema de defensa
de la competencia español establecido por la Ley
16/1989, de 17 de julio, con plena independencia en
el ejercicio de sus funciones y en el logro de sus fines
últimos dirigidos a garantizar la existencia de una com-
petencia efectiva en los mercados, preservando su fun-
cionamiento competitivo.

El artículo 63 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre,
de medidas fiscales, administrativas y del orden social,
ha dado nueva redacción a los artículos 20 y siguientes
de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la
Competencia, modificando la naturaleza jurídica del Tri-
bunal de Defensa de la Competencia que pasa a con-
figurarse como un organismo autónomo, lo que, desde
criterios de gestión administrativa interna, resulta más
acorde con su carácter, independencia y funciones. En
esta línea, la nueva configuración del Tribunal de Defensa
de la Competencia como organismo autónomo permite,
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además, la afectación a su presupuesto de determinados
recursos que, con autonomía de las decisiones presu-
puestarias, dependen de la propia evolución estructural
de los mercados.

De acuerdo con las disposiciones de la Ley 6/1997,
de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la
Administración General del Estado, es necesario, en con-
secuencia, dotar al nuevo organismo autónomo Tribunal
de Defensa de la Competencia de un estatuto, así como
proceder a adecuar su estructura orgánica interna.

En su virtud, a iniciativa del Ministro de Economía,
a propuesta de los Ministros de Administraciones Públi-
cas y de Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Estado
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su
reunión del día 4 de julio de 2003,

D I S P O N G O :

Artículo único. Aprobación del Estatuto.

Se aprueba el Estatuto del Tribunal de Defensa de
la Competencia, cuyo texto se inserta a continuación.

Disposición adicional única. Supresión de órganos.

Queda suprimida la Subdirección General de Informes
sobre Concentraciones, Adquisiciones y Ayudas Públi-
cas, del Tribunal de Defensa de la Competencia.

Disposición transitoria primera. Unidades y puestos de
trabajo con nivel orgánico inferior a subdirección
general.

1. Las unidades y puestos de trabajo con nivel orgá-
nico inferior a subdirección general continuarán subsis-
tentes y serán retribuidos con cargo a los mismos
créditos, hasta que se apruebe la relación de puestos
de trabajo adaptada a la estructura orgánica prevista
en este estatuto.

2. Las unidades y puestos de trabajo encuadrados
en el órgano suprimido por este real decreto se ads-
cribirán provisionalmente, mediante resolución del Sub-
secretario de Economía, hasta tanto entre en vigor la
nueva relación de puestos de trabajo, a los órganos regu-
lados en este estatuto, en función de las atribuciones
que éstos tengan asignadas.

Disposición transitoria segunda. Aplicación transitoria
del Decreto 538/1965, de 4 de marzo, por el que
se aprueba el Reglamento del Tribunal de Defensa
de la Competencia.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición dero-
gatoria única, las disposiciones del Decreto 538/1965,
de 4 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento
del Tribunal de Defensa de la Competencia, que no se
opongan a lo establecido en este real decreto y que
no hayan sido previamente derogadas, se mantendrán
en vigor en tanto se apruebe el reglamento de régimen
interior del Tribunal de Defensa de la Competencia.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo establecido en este real
decreto y, en particular, el Decreto 538/1965, de 4 de
marzo, por el que se aprueba el Reglamento del Tribunal
de Defensa de la Competencia.

Disposición final primera. Facultades de desarrollo y
ejecución.

Se autoriza a los Ministros de Economía, de Hacienda
y de Administraciones Públicas para que, previo el cum-
plimiento de los trámites legales oportunos, adopten en
el ámbito de sus respectivas competencias las medidas
necesarias para el desarrollo y ejecución de este real
decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 4 de julio de 2003.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Primero del Gobierno
y Ministro de la Presidencia,

MARIANO RAJOY BREY

ESTATUTO DEL TRIBUNAL DE DEFENSA

DE LA COMPETENCIA

CAPÍTULO I

Naturaleza, adscripción y régimen jurídico

Artículo 1. Naturaleza jurídica.

1. El Tribunal de Defensa de la Competencia, según
lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley 16/1989, de 17
de julio, de Defensa de la Competencia, es un organismo
autónomo de los previstos en el artículo 43.1.a) de la
Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Fun-
cionamiento de la Administración General del Estado,
con personalidad jurídica pública diferenciada, patrimo-
nio y tesorería propios, autonomía de gestión y plena
capacidad jurídica y de obrar, adscrito al Ministerio de
Economía a través de la Secretaría de Estado de Eco-
nomía.

2. Sin perjuicio de su adscripción administrativa, el
Tribunal de Defensa de la Competencia ejerce sus fun-
ciones con plena independencia y sometimiento al orde-
namiento jurídico.

Artículo 2. Régimen jurídico.

El Tribunal de Defensa de la Competencia se regirá
por lo dispuesto en la Ley 16/1989, de 17 de julio,
de Defensa de la Competencia; en la Ley 1/2002, de 21
de febrero, de coordinación de competencias del Estado
y las comunidades autónomas en materia de defensa
de la competencia; en la Ley 6/1997, de 14 de abril,
de Organización y Funcionamiento de la Administración
General del Estado; en la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común; en el
texto refundido de la Ley General Presupuestaria, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23
de septiembre; en el texto refundido de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas, aprobado por
el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio; en
el texto articulado de la Ley de Patrimonio del Estado,
aprobado por el Decreto 1022/1964, de 15 de abril;
en este estatuto, y, en general, en las normas que
desarrollan las disposiciones citadas y en aquellas otras
que resulten de aplicación.
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CAPÍTULO II

Objeto y competencias del Tribunal de Defensa
de la Competencia

Artículo 3. Objeto y fines generales.

1. El Tribunal de Defensa de la Competencia tiene
como fin general el de preservar el funcionamiento com-
petitivo de los mercados y garantizar la existencia de
una competencia efectiva en éstos, protegiéndola
mediante el ejercicio de las funciones de resolución,
informe y propuesta que la Ley 16/1989, de 17 de
julio, de Defensa de la Competencia, u otras disposi-
ciones de rango legal le atribuyan expresamente.

2. Su competencia, de acuerdo con lo dispuesto
en la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la
Competencia, y en la Ley 1/2002, de 21 de febrero,
de coordinación de las competencias entre el Estado
y las comunidades autónomas en materia de defen-
sa de la competencia, se extiende a todo el territorio
español.

Artículo 4. Competencias del Tribunal de Defensa de
la Competencia.

1. Para el cumplimiento del objeto señalado en el
artículo anterior, corresponde al Tribunal de Defensa de
la Competencia el ejercicio de las competencias que
le atribuye la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa
de la Competencia, y, en especial, las siguientes:

a) Resolver y dictaminar los asuntos que tiene atri-
buidos por la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa
de la Competencia, incluido el ejercicio de la potestad
sancionadora en los términos previstos en dicha ley.

b) Autorizar los acuerdos, decisiones, recomenda-
ciones y prácticas a que se refiere el artículo 1 de la
Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Com-
petencia, en los supuestos y con los requisitos previstos
en su artículo 3.

c) Aplicar en España los artículos 81.1 y 82 del
Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y de su
derecho derivado.

d) Informar, de acuerdo con lo previsto en el artículo
15 bis 1 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, sobre las
operaciones de concentración económica de dimensión
comunitaria remitidas a España por la Comisión Europea
en aplicación de las normas comunitarias de control de
concentraciones.

e) Dictaminar los proyectos de apertura de grandes
establecimientos comerciales, según establece la Ley
7/1996, de 15 de enero, de ordenación del comercio
minorista.

f) Interesar la instrucción de expedientes por el
Servicio de Defensa de la Competencia.

g) Realizar las funciones de arbitraje, tanto de dere-
cho como de equidad, que le encomienden las leyes
y, en particular, las establecidas en el artículo 7 de la
Ley 21/1997, de 3 de julio, reguladora de las emisiones
y retransmisiones de competiciones y acontecimientos
deportivos.

h) Elaborar el informe que, en cuanto a eventuales
indemnizaciones de daños y perjuicios, prevé el artícu-
lo 13 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa
de la Competencia.

i) Elaborar el informe que, en materia de ayudas
públicas, prevé el artículo 19 de la Ley 16/1989, de 17
de julio, de Defensa de la Competencia.

j) Evacuar, a solicitud de la Junta consultiva en mate-
ria de conflictos, el informe previsto en el artículo 3.1
de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de coordinación

de las competencias entre el Estado y las comunidades
autónomas en materia de defensa de la competencia.

k) Recabar de los órganos autonómicos competen-
tes el informe preceptivo no vinculante al que se refiere
el artículo 5.cuatro de la Ley 1/2002, de 21 de febrero,
en relación con aquellas conductas que, afectando a
un ámbito supraautonómico o al conjunto del mercado
nacional, incidan de forma significativa en el territorio
de la respectiva comunidad autónoma

l) Las demás que establezcan las leyes.

2. El Tribunal de Defensa de la Competencia podrá
ser consultado en materia de competencia por las cáma-
ras legislativas, el Gobierno, los distintos departamentos
ministeriales, las comunidades autónomas, las corpora-
ciones locales, las cámaras de comercio y las organi-
zaciones empresariales, sindicales o de consumidores
y usuarios.

3. El Tribunal de Defensa de la Competencia pro-
moverá y realizará trabajos de investigación en materia
de competencia.

4. El Tribunal de Defensa de la Competencia podrá
formular propuesta motivada al Gobierno, a través del
Ministerio de Economía, para que adopte o inste a la
autoridad pública competente, en su caso, la modifica-
ción o supresión de las situaciones de restricción de
la competencia establecidas de acuerdo con las normas
legales.

5. El Tribunal de Defensa de la Competencia infor-
mará los proyectos o proposiciones de ley por los que
se modifique o derogue, total o parcialmente, la
Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Com-
petencia, así como los proyectos de normas reglamen-
tarias que la desarrollen y, en particular, los proyectos
de reglamentos de exención por categorías.

6. Sin perjuicio del plazo previsto en la Ley
16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia,
y su normativa de desarrollo en relación a la emisión
de dictámenes en materia de control de concentraciones
económicas, el Tribunal, en el ejercicio de las funciones
consultivas, para la emisión de los informes solicitados
por el Gobierno de la Nación y el Ministro de Economía,
dispondrá de un plazo máximo de tres meses. No obs-
tante, en los supuestos de urgencia, así declarados en
la solicitud de tales informes, éstos deberán ser eva-
cuados en el plazo de un mes.

CAPÍTULO III

Estructura del Tribunal de Defensa de la Competencia

SECCIÓN 1.a DE LOS MÁXIMOS ÓRGANOS DE DIRECCIÓN
DEL TRIBUNAL DE DEFENSA DE LA COMPETENCIA

Artículo 5. Máximos órganos de dirección del Tribunal
de Defensa de la Competencia.

Son máximos órganos de dirección del Tribunal de
Defensa de la Competencia:

a) El Presidente.
b) El Pleno.

SECCIÓN 2.a DEL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE DEFENSA
DE LA COMPETENCIA

Artículo 6. Del Presidente del Tribunal de Defensa de
la Competencia.

1. Al frente del organismo autónomo habrá un pre-
sidente, con rango de secretario de Estado, que será
presidente del Pleno.
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2. Corresponde al Presidente del Tribunal de Defen-
sa de la Competencia:

a) Ostentar la representación legal del organismo.
b) Vigilar el desarrollo de las actividades del orga-

nismo, velando por el cumplimiento de este estatuto
y sus normas de desarrollo.

c) La dirección, coordinación, evaluación y super-
visión de los órganos de él dependientes.

d) Dar cuenta al Ministerio de Economía de las
vacantes que se produzcan en el Pleno del Tribunal.

e) Ejercer funciones de jefatura en relación con el
personal del Tribunal, de acuerdo con las funciones atri-
buidas por la legislación específica.

f) Aprobar los gastos y ordenar los pagos del Tri-
bunal, salvo los casos reservados a la competencia del
Gobierno, y efectuar la rendición de cuentas del orga-
nismo de conformidad con lo previsto en el texto refun-
dido de la Ley General Presupuestaria.

g) Ser órgano de contratación del Tribunal.
h) Suscribir, previa autorización del Pleno, conve-

nios de colaboración con los órganos competentes de
las comunidades autónomas en el marco de lo dispuesto
en el artículo 4.1 de la Ley 1/2002.

i) Designar a tres vocales para que formen parte
del Pleno del Consejo de Defensa de la Competen-
cia en representación de la Administración General del
Estado.

j) Resolver las reclamaciones previas a la vía judicial
civil o laboral.

k) Resolver las cuestiones no asignadas al Pleno.

3. El Presidente podrá delegar las funciones que
le atribuye este estatuto de conformidad con lo dispuesto
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

4. Del Presidente dependen los siguientes órganos
con rango de subdirección general:

a) Gabinete del Presidente.
b) La Gerencia, a la que corresponde la gestión de

recursos humanos, régimen interior, mantenimiento y
conservación, gestión de suministros y contratación
administrativa. Asimismo, le corresponderá la gestión
presupuestaria, financiera, contable y patrimonial del
organismo autónomo, así como la preparación y elabo-
ración del anteproyecto de su presupuesto, y el segui-
miento y control de su ejecución, la preparación de la
liquidación y rendición de la cuenta del organismo y
la actualización permanente de su patrimonio.

c) La Subdirección General de Informes, que se
encargará de prestar la asistencia técnica requerida en
la elaboración de los informes que deba realizar el Tri-
bunal de Defensa de la Competencia.

d) La Subdirección General de Estudios, que se
encargará de realizar estudios de investigación en mate-
ria de competencia, de sectores económicos y de mer-
cados.

5. La Intervención Delegada se adscribe orgánica-
mente al Presidente del Tribunal de Defensa de la Com-
petencia y tendrá el nivel orgánico que se determine
en la relación de puestos de trabajo, sin perjuicio de
su dependencia funcional de la Intervención General de
la Administración del Estado, en los términos que se
establecen en su normativa específica.

6. Se adscribe al Presidente del Tribunal de Defensa
de la Competencia, sin perjuicio de su dependencia orgá-
nica y funcional de la Abogacía General del Estado-Di-
rección del Servicio Jurídico del Estado, la Abogacía del
Estado, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 52/1997,
de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado
e Instituciones Públicas, con las funciones que le atri-
buyen sus normas específicas, y cuyo nivel se deter-
minará en la correspondiente relación de puestos de
trabajo.

SECCIÓN 3.a DEL PLENO DEL TRIBUNAL DE DEFENSA
DE LA COMPETENCIA

Artículo 7. El Pleno. Composición y nombramiento.

1. El Tribunal de Defensa de la Competencia estará
regido por el Pleno al que corresponderá el ejercicio
de las funciones especificadas en el artículo 4 de este
estatuto, que no serán delegables.

2. El Pleno estará integrado por un presidente y
ocho vocales nombrados mediante real decreto, a pro-
puesta del Ministro de Economía, entre juristas, econo-
mistas y otros profesionales de reconocido prestigio, y
estará asistido por un secretario al que corresponden
las funciones previstas en el artículo 16 de este estatuto.

Cuando el nombramiento de los miembros del Pleno
recaiga en personas al servicio de las Administraciones
públicas en activo, pasarán, en caso de ser funcionarios,
a la situación administrativa de servicios especiales.

Artículo 8. Duración del mandato del presidente y de
los vocales.

1. El nombramiento del presidente y los vocales será
por cinco años, renovables por una sola vez. No obstante,
expirado el plazo del mandato correspondiente a las
vocalías del Tribunal, así como de la presidencia, con-
tinuarán en el ejercicio de sus funciones hasta la toma
de posesión de los nuevos vocales o, en su caso, del
presidente.

2. Si durante el período de duración del mandato
correspondiente a una vocalía se produjera el cese de
su titular, su sucesor cesará al término del referido man-
dato.

3. Cuando este último cese se produzca antes de
haber transcurrido un año desde el nombramiento, no
resultará de aplicación el límite previsto en el apartado 1,
y podrá ser renovado el mandato en dos ocasiones.

Artículo 9. Funciones del Pleno.

Corresponde al Pleno del Tribunal de Defensa de la
Competencia, además de aprobar las resoluciones, medi-
das, dictámenes e informes a los que se hace referencia
en el capítulo II anterior:

a) Elaborar su reglamento de régimen interior, en
el que se establecerá su funcionamiento administrativo
y la organización de sus servicios.

b) Elegir de entre sus miembros al vicepresidente.
c) Resolver sobre las recusaciones, incompatibilida-

des y correcciones disciplinarias y apreciar la incapa-
cidad y el incumplimiento grave de sus funciones por
el presidente, vicepresidente y vocales.

d) Nombrar y acordar el cese del secretario.
e) Proponer o, en su caso, informar el proyecto de

relación de puestos de trabajo del personal al servicio
del Tribunal.

f) Preparar el anteproyecto de presupuestos del Tri-
bunal.

g) Elaborar la memoria anual.
h) Mantener relaciones con otros organismos aná-

logos.

Artículo 10. Incompatibilidades.

El Presidente y los vocales del Tribunal de Defensa
de la Competencia, en su condición de altos cargos de
la Administración General del Estado, ejercerán su fun-
ción con dedicación absoluta y estarán sometidos al régi-
men de incompatibilidad de actividades establecidas con
carácter general para los altos cargos de la Adminis-
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tración General del Estado en la Ley 12/1995, de 11
de mayo, de Incompatibilidades de los Miembros del
Gobierno de la Nación y de los Altos Cargos de la Admi-
nistración General del Estado, y en sus disposiciones
de desarrollo.

Se exceptúa de lo anterior el desempeño ocasional
de cargos o actividades en organismos internacionales
en representación o por encargo del Gobierno español,
por los que no se podrá percibir cantidad alguna, salvo
las dietas e indemnizaciones reglamentarias que pudie-
ran corresponder.

Artículo 11. Régimen de funcionamiento del Pleno.

1. El Pleno se entiende válidamente constituido con
la asistencia del presidente o vicepresidente y cinco voca-
les, asistidos todos ellos por el secretario.

2. Los acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta
de votos de los asistentes. En caso de empate decidirá
el voto de quien presida.

3. El reglamento de régimen interior del Tribunal
de Defensa de la Competencia regulará el funcionamien-
to del Pleno y, en particular, el régimen de convocatoria
y sesiones, de acuerdo con lo establecido en el capítulo II
del título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, en el capí-
tulo IV del título II de la Ley 6/1997, de 14 de abril,
de Organización y Funcionamiento de la Administración
General del Estado, y en la Ley 16/1989, de 17 de
julio, de Defensa de la Competencia.

Artículo 12. Causas de cese y suspensión en el ejercicio
de su cargo.

1. El Presidente, el Vicepresidente y los vocales del
Tribunal de Defensa de la Competencia cesarán en su
cargo:

a) Por renuncia.
b) Por expiración del término de su mandato.
c) Por incompatibilidad sobrevenida.
d) Por haber sido condenado por delito doloso.
e) Por incapacidad permanente.
f) Por cese, determinado por incumplimiento grave

de los deberes de su cargo a propuesta de tres cuartas
partes del Pleno del Tribunal.

2. El Presidente, el Vicepresidente y los vocales del
Tribunal de Defensa de la Competencia sólo podrán ser
suspendidos en el ejercicio de su cargo:

a) Cuando se dictara contra ellos auto de prisión
o de procesamiento por delito doloso.

b) Cuando se acuerde en expediente disciplinario
o de declaración de incapacidad transitoria.

c) Por sentencia firme condenatoria que imponga
la suspensión como pena principal o accesoria.

Artículo 13. Régimen retributivo.

Las retribuciones del Presidente y de los vocales del
Tribunal de Defensa de la Competencia se determinarán
conforme a lo previsto para los altos cargos de la Admi-
nistración General del Estado en las Leyes de Presu-
puestos Generales del Estado.

Artículo 14. Presidente del Pleno.

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 6,
será Presidente del Pleno el Presidente del Tribunal de
Defensa de la Competencia.

2. Corresponde al Presidente del Pleno el ejercicio
de las siguientes funciones:

a) Ejercer, en general, las competencias que a los
presidentes de los órganos colegiados administrativos
atribuye la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

b) Mantener el buen orden y gobierno del Pleno
del Tribunal de Defensa de la Competencia.

c) Convocar el Pleno por propia iniciativa o a peti-
ción de, al menos, tres de los vocales, y presidirlo.

d) Establecer el criterio de distribución de asuntos
entre los vocales, las salas y secciones.

El Presidente podrá delegar en el Vicepresidente
aquellas facultades que considere convenientes y sean
susceptibles de delegación.

Artículo 15. Del Vicepresidente del Pleno.

1. El Pleno elegirá entre los vocales un Vicepresi-
dente. En caso de empate será elegido el vocal de mayor
antigüedad en el cargo y, a igualdad de antigüedad, el
de mayor edad.

2. El Vicepresidente sustituirá al Presidente del Ple-
no en caso de vacante, ausencia o enfermedad y ejercerá
las funciones que le delegue el Presidente.

3. En tanto no se produzca el nombramiento del
Vicepresidente, y en casos de ausencia del Presidente
y del Vicepresidente, ejercerá la presidencia el vocal de
mayor antigüedad y, a igualdad de antigüedad, el de
mayor edad.

Artículo 16. Del Secretario del Pleno.

1. El Pleno del Tribunal de Defensa de la Compe-
tencia nombrará un Secretario al que corresponderá, en
general, el ejercicio de las competencias que a los secre-
tarios de los órganos colegiados administrativos atribuye
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común.

2. El Secretario asistirá al Pleno, al Presidente y a
los vocales en los asuntos y gestiones propios de sus
funciones y en la preparación de las reuniones del Pleno,
al que asistirá con voz pero sin voto. Al Secretario le
corresponderá el asesoramiento sobre la legalidad de
los actos y acuerdos que se sometan al Pleno, cuidando
de la observancia de los trámites y plazos de los pro-
cedimientos.

3. Al Secretario le corresponderá, igualmente, la
custodia de expedientes, actuaciones y documentos del
Tribunal y la admisión y tramitación de los asuntos rela-
cionados con las funciones del Tribunal.

4. Los requisitos del cargo de Secretario se deter-
minarán en la relación de puestos de trabajo, y su titular
deberá ser un funcionario con titulación de Doctor o
Licenciado en Derecho, perteneciente a cuerpos o esca-
las del grupo «A» al servicio de la Administración General
del Estado.

5. En caso de ausencia, vacante o enfermedad, el
Secretario será sustituido temporalmente por quien
designe el Presidente.

Artículo 17. Deber de secreto.

Todos los miembros del Tribunal de Defensa de la
Competencia que tomen parte en la tramitación de los
expedientes previstos en la Ley 16/1989, de 17 de julio,
de Defensa de la Competencia, o, en razón de su cargo,
conozcan tales expedientes deberán guardar secreto
sobre los hechos de que hayan tenido conocimiento a
través de ellos.
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CAPÍTULO IV

Personal del Tribunal de Defensa de la Competencia

Artículo 18. Personal al servicio del Tribunal de Defensa
de la Competencia.

El personal al servicio del Tribunal de Defensa de
la Competencia será funcionario o laboral en los mismos
términos que los establecidos para la Administración
General del Estado y estará sujeto al mismo régimen
de incompatibilidades y cumplimiento del deber de
secreto.

CAPÍTULO V

Contratación, patrimonio y presupuesto

Artículo 19. Contratación.

La contratación del Tribunal de Defensa de la Com-
petencia se regirá por las normas generales de la con-
tratación de las Administraciones públicas, de acuerdo
con lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 6/1997,
de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento
de la Administración General del Estado, y en el artícu-
lo 20 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa
de la Competencia.

Artículo 20. Patrimonio e inventario.

1. El Tribunal de Defensa de la Competencia ten-
drá patrimonio propio independiente del patrimonio del
Estado.

2. El Tribunal de Defensa de la Competencia for-
mará y mantendrá actualizado su inventario de bienes
y derechos, tanto de los propios como de los bienes
del patrimonio del Estado adscritos al organismo autó-
nomo, que se revisará anualmente, con referencia al 31
de diciembre, y se someterá a la aprobación del Pre-
sidente del Tribunal. El inventario y sus modificaciones
se remitirán anualmente al Ministerio de Hacienda.

Artículo 21. Recursos económicos.

1. Para el desarrollo de sus fines, y de acuerdo con
lo dispuesto en el artículo 20.4 de la Ley 16/1989,
de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, los recur-
sos del Tribunal de Defensa de la Competencia estarán
integrados por:

a) Los bienes y valores que constituyan su patri-
monio y los productos y rentas de éste.

b) Los ingresos que esté autorizado a obtener.
c) Las dotaciones que pueda percibir a través de

los Presupuestos Generales del Estado.

2. Los ingresos propios del Tribunal de Defensa de
la Competencia estarán constituidos por el 50 por ciento
de la recaudación obtenida por la tasa por el análisis
y estudio de las operaciones de concentración, de acuer-
do con lo previsto en el apartado 9 del artículo 57 de
la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Com-
petencia.

Artículo 22. Presupuesto y control económico y finan-
ciero.

1. El régimen presupuestario, económico-financiero,
de contabilidad, intervención y de control financiero del
Tribunal de Defensa de la Competencia será el esta-

blecido por la Ley General Presupuestaria, de acuerdo
con lo dispuesto en la Ley 6/1997, de 14 de abril, de
Organización y Funcionamiento de la Administración
General del Estado.

2. El Tribunal de Defensa de la Competencia ela-
borará anualmente un anteproyecto de presupuesto con
la estructura que señale el Ministerio de Hacienda y lo
remitirá a éste, a través del Ministerio de Economía, para
su elevación al Gobierno y posterior remisión a las Cortes
Generales, integrado en los Presupuestos Generales del
Estado.

3. El control interno del Tribunal de Defensa de la
Competencia se llevará a cabo por la Intervención Dele-
gada de la Intervención General de la Administración
del Estado en el organismo autónomo, sin perjuicio de
las funciones que correspondan al Tribunal de Cuentas.

4. El Ministerio de Economía, sin perjuicio del con-
trol establecido al respecto por la Ley General Presu-
puestaria y de acuerdo con lo establecido en el artí-
culo 51 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Orga-
nización y Funcionamiento de la Administración General
del Estado, ejercerá el control de eficacia sobre la acti-
vidad del Tribunal de Defensa de la Competencia. Dicho
control tiene por finalidad comprobar el grado de cum-
plimiento de los objetivos y la adecuada utilización de
los recursos asignados.

Con carácter anual, el Tribunal de Defensa de la Com-
petencia elaborará una programación de sus actividades,
que remitirá al Ministerio de Economía a efectos de lo
dispuesto en el párrafo anterior.

5. El Tribunal de Defensa de la Competencia ela-
borará anualmente una memoria de actividades.

CAPÍTULO VI

Actos y resoluciones del Tribunal de Defensa
de la Competencia

Artículo 23. Actos que agotan la vía administrativa.

1. En los procedimientos en materia de defensa de
la competencia, contra la adopción de medidas caute-
lares y las resoluciones definitivas del Pleno del Tribunal
de Defensa de la Competencia no cabe ningún recurso
en vía administrativa y sólo podrá interponerse recurso
contencioso-administrativo.

2. En otro tipo de procedimientos, los actos del Tri-
bunal de Defensa de la Competencia son susceptibles
de los recursos administrativos previstos en la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

A estos efectos, ponen fin a la vía administrativa los
actos y resoluciones adoptados por el Presidente del
Tribunal de Defensa de la Competencia en el ejercicio
de sus funciones, contra los que cabrá interponer recurso
contencioso-administrativo, sin perjuicio del recurso
potestativo de reposición previsto en dicha ley.

Disposición final única. Reglamento de régimen inte-
rior.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor
de este estatuto, el Pleno del Tribunal de Defensa de
la Competencia elaborará y aprobará su reglamento de
régimen interior, en el que se establecerá su funciona-
miento administrativo y la organización de sus servicios.
Una vez aprobado el reglamento, se publicará en el «Bo-
letín Oficial del Estado».


